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Se abre la sesíón a las doce y quince minutos de la 
mañana. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a tratar el único punto 
del orden del día de esta convocatoria, que consiste en 
emitir dictamen, a la vista del informe elaborado por la 
Ponencia, sobre la proposición de Ley Orgánica de Finan- 
ciación de los Partidos Políticos. 

Si desean los Grupos comunicar alguna sustitución de 
algún setior Diputado, pueden hacerlo en este momento 
'a la Mesa. 

Se procede a dar cuenta de las diferentes sustituciones 
de seiiores miembros de la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cavero tiene la pa- 
labra. 
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El señor CAVERO LATAILLADE: Querría plantear una 
cuestión de orden, quizá no muy directamente relaciona- 
da con el tema, pero q.ie de alguna manera se ocupa de 
los partidos políticos. Es ésta la primera reunibn de esta 
Comisión después de los lamentabilísimos sucesos de la 
incalificable agresión de que fue objeto la sede de una ins- 
titución relacionada muy directamente con uno de los 
partidos miembros de esta Cámara. Yo creo que una Co- 
misión Constitucional, que se suele ocupar de los problc- 
mas de partidos políticos, debería en este caso hacer una 
declaración de absoluta repulsa y condena a esa criminal 
agresión, y de confianza en que la justicia sabrá arbitrar 
los procedimientos para condenar o sancionar adecuada- 
mente a los autores de esa incalificable agresión. 

Sugiero, señor Presidente, si lo estima oportuno, que la 
Comisión adopte un acuerdo en este sentido. 

El señor PRESIDENTE: El señor Marcet tiene la pa- 
labra. 

El señor MARCET 1 MORERA: Sin duda, agradecemos 
esta iniciativa que parte de la Agrupación de Diputados 
del PDP. Nosotros nos sumamos a ella en los términos ex- 
presados por el señor Cavero. 

El señor PRESIDENTE: El señor Trías tiene la palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Nosotros también 
nos sumamos a lo expresado por el señor Cavero. 

El señor PRESIDENTE: ¿Hay asentimiento por parte 
de los demás miembros? (Pausa.) Constará en el acta, se- 
ñor Cavero, la repulsa por ese incalificable suceso. 

Vamos a entrar, pues, en el dictamen de la proposición 
que nos ocupa. Dejando, como ordena el Reglamento, la 
exposición de motivos, pasamos al artículo primero, que 
no ha sido objeto de enmiendas. Procedemos a su vo- 
tación. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unanimi- 
dad. Pasamos al artículo segundo. Para la defensa de las 
enmiendas 3 y 4, del Grupo Parlamentario Vasco, tiene la 
palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, señorías, nuestra enmienda número 3 se refiere 
al artículo 2.0, apartado 1,  y establece una serie de pro- 
puestas referentes a los distintos párrafos que componen 
ese apartado del artículo. En la letra a)  del artículo se pre- 
vé que parte de la financiación pública de los partidos 
procederá de las subvenciones estatales por gastos elec- 
torales, en los términos que prevé la Ley Orgánica 5/1985, 
de Régimen Electoral General. Nosotros estamos de 
acuerdo con esta redacción, pero en nuestra enmienda 

proponemos que las subvenciones por gastos electorales 
puedan proceder también, en su caso, de la legislación 
que aprueben las comunidades autónomas para las elec- 
ciones a sus asambleas legislativas, así como aquellas que 
se prevean en las correspondientes normas del Parlamen- 
to Europeo. 

En lo que respecta al Parlamento Europeo, quizá la 
cuestión puede quedar obviada por lo previsto cn el apar- 
tado 2 del artículo 5.0 Sin embargo, el tema de los posi- 
bles gastos electorales compensados por las asambleas le- 
gislativas de las comunidades autónomas no se recoge en 
esta proposición de ley. 

A nosotros nos parece que esto es necesario. De hecho 
la Comunidad Autónoma del País Vasco reguló este tipo 
de subvenciones ya en una ley que existe y que está en vi- 
gor. En consecuencia, en este caso, como en otros a los 
que me referiré más adelante, no vemos con claridad cuál 
va a ser el panorama legislativo que se va a crear cuando 
esta ley sea aprobada, porque va a entrar en conflicto con 
algunas normas que -como digo- están ya de hecho 
aprobadas y en funcionamiento en algunas comunidades 
autónomas. 

En cuanto al párrafo b), que se refiere a las subvencio- 
nes a los Grupos Parlamentarios, ocurre algo parecido: se 
prevén las subvenciones a los Grupos Parlamentarios del 
Congreso y del Senado y de las asambleas autonómicas, 
sin embargo, nosotros en el País Vasco tenemos una es- 
pecificidad, que"es la de las juntas generales que, como 
SS. S S .  conocen, son unos cuerpos legislativos de nivel 
territorial que existen tradicionalmente en el País Vasco 
y que tienen un funcionamiento perfectamente compara- 
ble con el que pueden tener las Cortes Generales, etcéte- 
ra. Ocurre algo parecido a lo que he comentado anterior- 
mente: estos cuerpos legislativos tienen sus normas y tie- 
nen previstas una serie de ayudas a los Grupos Parlamen- 
tarios, Grupos punteros se llaman en este caso, que fun- 
cionan en su seno y, de hecho, esas normas existen ya; es- 
tán aprobadas y están en funcionamiento. En consecuen- 
cia, habría que salvar, de alguna manera, ese hecho que 
en la proposición de Ley no se salva. 

En lo que respecta al párrafo c), no lo enmendamos. Se 
refiere precisamente a las subvenciones que contempla la 
proposición de Ley, las subvenciones estatales anuales. 

Y en cuanto al párrafo d), nosotros lo que proponemos 
es que se establezca un nuevo texto, en el cual se abra la 
posibilidad de que las Comunidades Autónomas puedan 
tambien conceder subvenciones anuales a los partidos, si- 
milares a las quf' establece esta proposición de Ley, que: 
sean compatibles con las otras, cs decir, con respecto a 
las cuales no juegue la prohibición que se dispone cn el 
artículo 3.0, apartado 3. {Por qué? Por lo mismo: nosotros 
estimamos que las Comunidades Autónomas tienen capa- 
cidad para establecer este tipo de subvenciones, para apo- 
yar a los partidos que funcionan en la asamblea legisla- 
tiva de esa Comunidad Autónoma, y no vemos ninguna ra- 
zón especial para que no pueda hacerse, porquc téngase 
en cuenta que, en su caso, se tendría que hacer a través 
de una ley, de la norma correspondiente de la asamblea 
legislativa que fuese, fruto de las mayorías dcmocráticas 
que en ella puedan regir. 
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Si estas cuestiones no se contemplan en la proposición 
de Ley, en ese caso cobraría todavía más importancia lo 
que proponemos en nuestra enmienda número 4, que se 
refiere al hecho territorial, que juega en algunos partidos 
especialmente. Ustedes conocen perfectamente que algu- 
nos partidos tiene una implantación territorial con una 
fuerza proporcional en ese territorio superior a la que tie- 
nen, por supuesto, en el resto del territorio español. En 
consecuencia, medir la representatividad de esos partidos 
a nivel de todo el territorio y, como consecuencia de ello, 
distribuir las subvenciones que se establecen en esta pro- 
posición de Ley en función de esos resultados a nivel ge- 
neral, no teniendo en cuenta el peso específico de los par- 
tidos en unas regiones, puede no ser lo más justo desde 
nuestro punto de vista, porque no mide adecuadamente 
el esfuerzo que esos partidos hacen en su zona típica de 
influencia. 

Si no se tiene en cuenta este factor territorial en el re- 
parto de las subvenciones, que es lo que propone nuestra 
enmienda, es tanto más necesario lo que establecemos en 
la primera de las enmiendas que he comentado, porque 
las asambleas, tanto territoriales -o sea, lo que en nues- 
tro caso se llaman juntas generales- como autonómicas, 
podrían corregir ese no tenerse & cuenta el hecho terri- 
torial en el reparto general a través de subvenciones que 
podrían dar precisamente a los partidos que funcionan en 
el nivel territorial. 

En consecuencia, estas dos enmiendas están ligadas 
desde ese punto de vista, aunque la primera de ellas des- 
de luego recoge también el tema competencia1 que, como 
digo, no está suficientemente recogido en la proposición 
de ley, porque ignora la realidad de leyes que están exis- 
tiendo ya, al menos en la Comunidad Autónoma del País 
Vasco, y no sé si en alguna otra Comunidad. 

Este es en síntesis el razonamiento polftlco general de 
estas dos enmiendas, que desde nuestro punto de vista no 
perjudican a otros partidos que puedan tener una implan- 
tación estrictamente estatal o general, porque lo único 
que pueden hacer, si se aceptan, es, por una parte, salvar 
ciertos hechos existentes competenciales y, por otro lado, 
añadir unas ciertas subvenciones que, en su caso, se acor- 
darían por supuesto en los correspondientes órganos le- 
gislativos y con las correspondientes y necesarias mayo- 
rfas democráticas. 

En consecuencia, no podemos ver cuál es el inconve- 
niente que plantean, y creemos que son unas enmiendas 
que no rompen en absoluto ni la solidaridad, ni otros prin- 
cipios con los que estamos totalmente de acuerdo. 

, 

El señor PRESIDENTE: El señor Oliveri Albisu no está 
para defender su enmienda número 1. ¿Algún represen- 
tante del Grupo Mixto sostiene para su votación esta en- 
mienda? (Pausa.) Queda decaída. 

Para la defensa de la enmienda número 10, del Grupo 
de Minoría Catalana, tiene la palabra el señor Trías. 

El señor TRIAS DE BES I SERRA: Señor Presidente, 
la enmienda se refiere al artículo 2.0 de la proposición de 
ley. 

En el artículo 2." se regulan, como saben SS. SS., los re- 
cursos económicos de los partidos políticos, y nuestra en- 
mienda pretende la introducción de un nuevo párrafo 
para añadir unas posibles subvenciones que los partidos 
políticos no sólapueden percibir, sino que perciben de he- 
cho y que son recursos procedentes de la financiación pú- 
blica. No está previsto en la proposición de ley, pues sólo 
se limita, en cuanto a la financiación pública, a las sub- 
venciones estatales por gastos electorales en los términos 
previstos en la Ley Orgánica de Régimen Electoral Gene- 
ral, y a las subvenciones estatales a los grupos parlamen- 
tarios de las Cámaras y de las asambleas autonómicas. 

Pretendemos introducir con esta enmienda un aparta- 
do d), de carácter genérico, en el que se especifique una 
subvención más, que sería: uLas demás subvenciones que 
perciban, de acuerdo con la Ley, de cualesquiera entida- 
des integrantes del sector público». Porque puede ser que 
los grupos municipales o los grupos provinciales de los 
partidos políticos perciban subvenciones de las corpora- 
ciones municipales o de las provinciales, y debería abrir- 
se la puerta e introducir esta concreta financiación en el 
tekto, en el apartado 1. 

Este es el motivo de la enmienda y no otro, sino no ig- 
norar que los grupos municipales y provinciales, en la lí- 
nea incluso de lo que pretendía la enmienda vasca, pue- 
den percibir unas subvenciones del sector público que de- 
ben regularse en la ley, o por lo menos establecerse como 
norma genérica que lo pueden hacer, porque si no esas 
subvenciones que perciben los grupos municipales o pro- 
vinciales, o en el caso de las juntas generales como soli- 
citaba la enmienda vasca, puede que las releguemos a la 
ilegalidad y deberían estar reguladas en esta ley. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO COLLADO: Señor Presidente, 
centrándome en la intervención del señor Echeberrfa, ob- 
servo cuatro apartados fundamentales en sus enmiendas: 
en primer lugar, que conste expresamente la subvención 
a las asambleas de las comunidades autónomas en los 
procesos electorales; en segundo lugar, la posible recep- 
ción de subvenciones del Parlamento Europeo; en tercer 
lugar, sufragar los gastos ocasionados por las elecciones 
a los territorios históricos fundamentalmente, y, en cuar- 
to lugar, abrir una vía de posibilidad de financiación com- 
plementaria para los partidos a nivel de comunidades au- 
tónomas, de tal manera que las propias comunidades pue- 
dan también efectuar una ley de financiación a partidos 
políticos complementaria de la que aquí estamos ela- 
borando. 

En cuanto a la primera de las sugerencias de la enmien- 
da, de la constancia expresa de las subvenciones recibi- 
das por las comunidades autónomas en los procesos elec- 
torales de las asambleas legislativas, creo que conoce -ya 
lo estuvimos comentando en Ponencia- que hay una co- 
bertura suficiente con la remisión que hace el artículo 2: 
en su apartado 1 ,  y que la propia práctica está poniendo 
en evidencia continuamente que las comunidades autó- 
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nomas reciben unas subvenciones precisamente para su- 
fragar sus gastos electorales en momento de elecciones 
autonómicas. Por tanto, cuando se habla de: «las subven- 
ciones estatales por gastos electorales, en los términos 
previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de Régimen Electo- 
ral», ya se incluye lo que el señor Echeberría está de- 
mandando. 

De todas maneras, quizá conceptualmente nosotros es- 
taríamos en disposición de proponer la sustitución del ad- 
jetivo «estatales» por el adjetivo «públicas», para que 
quede expresa constancia de que no estamos al margen 
de esa reivindicación, que la propia práctica está clarifi- 
cando en las elecciones autonómicas que se están efec- 
tuando permanentemente. Por tanto, la redacción podría 
quedar de la siguiente manera: «Las subvenciones públi- 
cas por gastos electorales, en los términos previstos en la 
Ley Orgánica 511985, de Régimen Electoral General». 

En segundo lugar, él mismo hacía referencia, en cuan- 
to a las subvenciones que pueden llegar del Parlamento 
Europeo, al párrafo 2 del artículo 5: y, por tanto, consi- 
deramos que en él está suficientemente recogida esa otra 
inquietud de la propia enmienda y pensamos que quedan 
perfectamente acogidas aquellas subvenciones que en su 
día se establezcan, por la vía de las elecciones, del Parla- 
mento Europeo. 

En tercer lugar, en cuanto a la cobertura legal de la fi- 
nanciación que en estos momentos están recibiendo algu- 
nos procesos electorales, incluso no sé si se refería a al- 
gunos grupos políticos en ciertas instituciones, concreta- 
mente él hacía referencia a los territorios históricos, no- 
sotros consideramos que esta ley no debe entrar en esas 
consideraciones. Los territorios históricos, y sin preten- 
der por ello hacer analogías excesivamente estrictas, son 
la representación provincial, que también se efectúa en 
las elecciones locales y de diputaciones, ya que se van a 
realizar simultáneamente con las municipales. La ley no 
contempla subvención para estas elecciones, bien es ver- 
dad que son de segundo grado, mientras que las eleccio- 
nes de territorios históricos son elecciones directas. Por 
tanto, nosotros estimamos que, independientemente del 
carácter directo de esa elección, no deben quedar dentro, 
ni otras que pudieran establecerse en su momento, por- 
que quizá fuera incentivar procesos directos que debería 
acogerse permanentemente a financiaciones que cubriría 
este proyecto de ley. 

En cuarto lugar, la enmienda que, desde el punto de vis- 
ta del Grupo Socialista, pudiera tener más calado y sobre 
la que, indudablemente, hemos reflexionado con cierta 
detención, es la que se refiere a la posibilidad de abrir la 
vía a la financiación de los partidos políticos por parte de 
las comunidades autónomas. El Grupo Socialista cree 
que, lógicamente, en caso de que se aceptara esta enmien- 
da, con ella se compatibilizaría la percepción de fondos 
por la vía estatal. No consideramos conveniente que los 
partidos políticos reciban doble subvención: por vía esta- 
tal y por vía de comunidades autónomas. Consideramos 
que eso desvirtuaría en gran medida la propia ley que es- 
tamos elaborando. Consideramos que el tratamiento de 
los partidos políticos tiene una profunda raigambre cons- 

titucional, que debe ser esta Cámara la que efectúe la le- 
gislación correspondiente y que abriríamos ahí una puer- 
ta, quizás al principio pequeña, pero con muchas posibi- 
lidades de irla agrandando progresivamente, 

Por todos estos razonamientos, consideramos que debe 
mantenerse el artículo sin esa adición que propone el Gru- 
po Parlamentario que representa el señor Echeberría. 

En cuanto a la enmienda del señor Trías de Bes, nos pa- 
rece inaceptable, en el buen sentido de la palabra, en el 
sentido de que no la vamos a aceptar, ya que hablar de 
que sería posible que los partidos políticos recibieran sub- 
venciones de todo tipo por parte de instituciones públi- 
cas no se corresponde con la intención que tenemos al 
configurar esta Ley de Financiación de los Partidos Polí- 
ticos. Podría configurarse un cuadro realmente complica- 
do en nuestro país si, por ejemplo, todas las instituciones 
locales pudieran arrimar presupuestos a los correspon- 
dientes grupos políticos que las compusieran. Incluso no 
sabemos si el alcance de esta enmienda no implicaría au- 
ténticos problemas para la propia configuráción de los 
grupos parlamentarios. Por ello consideramos que el se- 
ñor Trías de Bes debería reflexionar sobre esta enmienda 
y, si fuera posible, retirarla, porque la previsión de sus 
efectos va muchísimo más allá de la tarea que nosotros 
nos estamos proponiendo hoy, que es hacer una ley de fi- 
nanciación a los partidos políticos razonable desde este 
Parlamento, desde una institución que consideramos que 
debe ser la que garantice que las subvenciones sean pon- 
deradas, muy medidas, muy equilibradas. Aunque todas 
esas instituciones tendrían que hacerlo de acuerdo con la 
lev, como él mismo ha expuesto, nosotros preferimos ajus- 
tar, en sus términos y en su dimensión, la perspectiva que 
mantiene el propio proyecto de ley que estamos elaboran- 
do, según el propio texto de la Ponencia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En cuanto 
a los comentarios del señor Izquierdo con respecto a la en- 
mienda número 3, en su apartado a), referente a los gas- 
tos electorales, yo estaría de acuerdo en aceptar el térrni- 
no «públicas» en lugar de «estatales». Creo que es más ge- 
nérico, pero -no nos engañemos- eso no resuelve el pro- 
blema de fondo que se plantea en este apartado, que es 
el de la posibilidad de que efectivamente las comunida- 
des autónomas puedan tener subvenciones por gastos 
electorales. 

De todas maneras, insisto en que esto está existiendo 
ya, por lo menos en la Comunidad Autónoma del País Vas- 
co. Entonces, lo que pregunto es cuál es el juego a partir 
de la aprobación de esta ley. ¿Qué ocurre con el artícu- 
lo 3:, apartado 3? Es decir, esa incompatibilidad gené- 
rica que se establece en ese apartado ¿cómo va-a jugar en 
?se caso? ¿Es que esas leyes o normas -1lámeseles como 
;e quiera- del rango correspondiente van a ser a partir 
de este momento ilegales, por decirlo en términos sim- 
ples? ¿Qué vamos a hacer? 

En cuanto al apartado b), referente a los grupos parla- 
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mentarios, estamos un poco en lo mismo. De hecho, las 
juntas generales tienen ya unas normas establecidas, que 
se llaman en ese caso normas forales, que están dando ese 
tipo de subvenciones a los grupos políticos, a los grupos 
punteros que funcionan en ellas, y resulta que ahora se 
prohiben expresamente en este proyecto de ley y se igno- 
ra cuál va a ser el marco legal en que nos vamos a mover. 

Con relación a ese argumento de que dar este tipo de 
subvenciones podría promocionar los procesos directos, 
yo no sé si eso es bueno o malo. En este momento nos mo- 
vemos en un marco político definido por la Constitución 

. y los Estatutos y supongo que, de tomar cuerpo algún pro- 
ceso de ese tipo, se originaría una modificación del posi- 
ble marco legal. Creo que no es una cuestión que en este 
momento nos pueda preocupar tanto y que, al menos, la 
razón de que se iniciaran ese tipo de procesos no sería la 
existencia de esta ley o de estas subvenciones. Serían unas 
razones mucho más profundas o diferentes de unas posi- 
bles subvenciones que se den a ciertos grupos parlamen- 
tarios - e n t r e  comillas- que se puedan fijar en este pro- 
yecto de ley. 

Con respecto a esto, debo decir lo mismo que antes: Que 
en ciertos ayuntamientos este tipo de subvenciones están 
funcionando. ¿Qué ocurre con esas subvenciones? ¿Que- 
dan automáticamente fuera de la ley? ¿Cuál es la si- 
tuación? 

En cuanto a que las comunidades autónomas puedan o 
no establecer por su parte subvenciones que sean compa- 
tibles con éstas, aquí la cuestión de fondo es más profun- 
da. ¿Es que las comunidades autónomas no pueden tener 
-digamos- una autonomía presupuestaria, unos crite- 
rios políticos para priorizar en el gasto lo que ellas con- 
sideren oportuno? ¿Es que es contrario al sentido común 
que una comunidad autónoma pueda considerar conve- 
niente activar en su zona la presencia y el movimiento de 
los partidos políticos, porque es inferior a lo que se esti- 
ma conveniente o deseable en esa zona? (Por qué eso es 
malo necesariamente? O sea, ¿qué tiene de malo en prin- 
cipio que los partidos políticos en una región equis fun- 
cionen o tengan ciertas ayudas en esa región que no tie- 
nen en otras, si es que, como digo, esas subvenciones se 
establecen por acuerdo de todos los grupos que funcionan 
en la zona? Lo que no se puede hacer es establecer esas 
subvenciones sin una norma, que habrá sido aprobada en 
la asamblea legislativa correspondiente. Entonces, no pa- 
rece que haya que tener tal temor a que pueda ocurrir 
una cosa de ese tipo. No se ve con claridad cuál es el as- 
pecto negativo, pese a las razones que aquí se exponen. 

Para terminar, quiero decirle que, con respecto a la en- 
mienda número 4, el señor Izquierdo no me ha dicho 
nada, no sé si es que se le ha pasado, pero entraba tam- 
bién en este bloque de enmiendas que hemos analizado 
en este momento. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Trías 
de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muy brevemente, 
señor Presidente, voy a tranquilizar al Grupo Socialista. 

Yo no voy a retirar la enmienda, porque estamos hablan- 
do de recursos económicos de los partidos políticos, que 
estarán constituidos por recursos procedentes de la finan- 
ciación pública. Entonces, hay que prever que este tipo 
de financiación puede resultar de las entidades locales, 
puede surgir de las diputaciones de las comunidades au- 
tónomas. Yo no veo el peligro de desorden o de pondera- 
ción en las subvenciones. Porque, claro, hablar de ponde- 
ración en las subvenciones en este proyecto de ley me pa- 
rece un tanto anacrónico, puesto que la ponderación la de- 
bíamos haber tenido en los Presupuestos Generales del 
Estado, donde no se tuvo en absoluto ponderación, con 
un incremento desorbitado de las subvenciones. Pero, 
amén de esta consideración, ya que los partidos políticos 
nos aumentamos -digo que nos aumentamos, aunque no- 
sotros no estábamos de acuerd- una financiación que 
triplicaba la actual, hablar de ponderación ahora parece 
un tanto irrisorio. De todos modos, habría que prever esta 
posibilidad, porque está funcionando y, entonces, la deja- 
mos deslegalizada. Esa es la preocupación de la enmien- 
da, nada más. Por lo tanto, la vamos a mantener. 

El señor PRESIDENTE: El señor Izquierdo tiene la 
palabra. 

El señor IZQUIERDO COLLADO: Yo diría al señor 
Echeberría que, en primer' lugar, quizá el pragmatismo 
solvente algunos problemas teóricos. Las subvenciones 
electorales de las elecciones autonómicas efectuadas en el 
País Vasco han estado reguladas con arreglo a la Ley Elec- 
toral General y, por tanto, ahí se indica que en este pro- 
yecto de Ley no hay vacío y que la  mejor forma de de- 
mostrarlo es que los Presupuestos del Estado han llegado 
puntuales para sufragar esos gastos electorales. Están 
contemplados en la ley, no cabe ninguna duda. Como ha 
dicho que se acepta, nosotros consideramos correcto man- 
tener el término #públicas», por si surgiera cualquier sus- 
ceptibilidad y creo que ese tema podemos dejarlo perfec- 
tamente solventado. 

En cuanto al tema de los territorios históricos y de las 
prácticas existentes, yo no quiero hacer -repit+ analo- 
gías incorrectas, pero las diputaciones, los territorios his- 
tóricos, son entes que están ahí, que están funcionando, 
que tienen sus propios grupos políticos funcionando y 
que, de acuerdo con la legislación que se contempla tan- 
to en la Ley Electoral General, como en la Ley de institu- 
ciones locales, tienen, efectivamente, el funcionamiento 
cgrrespondiente. Adecuémonos a la ley. Yo estimo que lo 
que hay que hacer es evitar prácticas que no estén acogi- 
das a la ley. Porque esta ley no nace para cubrir ninguna 
deficiencia de acomodación a la Ley previa en materia 
económica, por tanto, los problemas que pudieran surgir 
creo que son solventables en el marco de esas dos leyes 
fundamentales a las que me estoy refiriendo. 

En tercer lugar, en cuanto a la financiación, me dice 
que no le he respondido a la enmienda. Yo creo que me 
he centrado precisamente en ella. Nosotros somos contra- 
rios al criterio de que en las Comunidades Autónomas -y 
así contesto de paso al señor Trías de Bes- y en otros en- 
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tes públicos, no siendo a través de los Presupuestos del Es- 
tado, se puedan financiar gastos de los partidos políticos. 
Esa es nuestra opinión, creo que la he dejado expresamen- 
te señalada, y la filosofía de la misma radica en que es- 
tamos hablando de subvenciones a partidos pol;t’ . ICOS, or- 
ganismos que están contemplados a nivel constitucional 
con una precisión e importancia absoluta y consideramos 
que es esta Cámara la que debe entender de esa financia- 
ción. Otro tema sería si esa financiación es mayor o me- 
nor, pero esa financiación debe estar perfectamente diri- 
gida, contemplada y supervisada por el Parlamento y, por 
tanto, nosotros somos contrarios a abrir otras puertas de 
financiación de gasto corriente de los partidos políticos. 

En la defensa de su enmienda, el señor Trías vuelve a 
repetir el argumento de las prácticas existentes. Nosotros 
consideramos que esta ley es taxativa y clara al respecto. 
En cuanto a otras prácticas existentes, si no están de 
acuerdo ni con esta ley ni con la Ley de Régimen Local, 
me parece que lo que habría que hacer sería sencillamen- 
te revisarlas y no caminar por esa senda que parece ini- 
cialmente un poco peligrosa y que puede dar disgustos 
importantes -quiz8 ya ha dado algunos- a los distintos 
partidos políticos que participen en ella. 

En relación con la ponderación, estimo que esta ley es 
una ley enormemente ponderada. En cuanto a que hemos 
triplicado las subvenciones a los partidos políticos, creo 
que, como cita en el «Diario de Sesiones)) y para poder ex- 
hibirla, pueda tener algún contexto, pero desde una re- 
flexión mínima sobre lo que es la transición española, so- 
bre el soporte que los partidos políticos, fundamental- 
mente, han supuesto en este proceso de transición, endeu- 
dándose, prácticamente la totalidad de ellos, para dar un 
servicio de representación digno al pueblo español, no se 
puede solventar este tema con un comentario de que he- 
mos triplicado la subvención a los partidos políticos. 

Me parece que es una Ley ponderada, profundamente 
ponderada y, de verdad, no creo que S. S. esté sostenien- 
do esos argumentos de una manera directa, sino más bien 
retórica. Me da la impresión de que Minoría Catalana no 
tiene ningún inconveniente en que se haya aumentado en 
esta proporción. Quizá, en su fuero interno, les parezca 
que les corresponde poco en comparación con su repre- 
sentación, pero me extrana que, con veracidad, algún par- 
tido político pueda sostener que estas aportaciones a par- 
tidos que han sufrido una transición tan dura a nivel de 
representación y de estructuración de partidos políticos 
como ha sido la española, pueda decir que le parece exa- 
gerada la medida. 

A nivel más distendido, quiero decirle que, en cualquier 
caso, tiene vías suficientes como para corroborar que sus 
palabras se corresponden con los hechos a la hora de ac- 
ceder y de señalar cuál es el tanto que a Minoría Catala- 
na le debería, en justicia, corresponder en esta distribu- 
ción, que no tiene por qué ser obligatoriamente lo que 
marque la ley, puesto que yo creo que el Estado está dis- 
puesto a recibir ahorros y aportaciones de este tipo, aun- 
que no creo que ésa sea ni deba ser -y estoy seguro que 
no va a ser- la propuesta de Minoría Catalana. 
Yo creo que los comentarios que hemos hecho, indepen- 

dientemente de no aceptar las enmiendas, son comenta- 
rios mediante los cuales podemos llegar a una conclusión 
relativamente homogénea en cuanto a que la financiación 
en esta ley supone un avance importante; supone apun- 
tular, de alguna manera, instituciones de un nivel de ran- 
go y de necesidad para la sociedad española tan impor- 
tantes como son los partidos políticos, que la financiación 
que nosotros proponemos es una financiación ponderada, 
que va a beneficiar sustancialmente a todos los partidos 
políticos, y que, por tanto, abrir otras vías de financia- 
ción para gasto corriente pudiera ser peligroso, al menos 
-por poner algún tamiz a mi afirmación- en estos mo- 
mentos en los que se está desarrollando la democracia 
española. 

El sefior PRESIDENTE: iAlgún grupo se opone a la en- 
mienda transaccional consistente en la sustitución de la 
palabra «estatal» por «pública», que ha propuesto el re- 
presentante del Grupo Socialista? (El señor Echebem’a 
pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA M.ONTEBERRIA: ¿Eso impli- 
caría que retirásemos nuestra enmienda? (El señor Iz- 
quierdo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO COLLADO: Senor Presidente, se- 
gún los comentarios, parece que en el tramite de Comi- 
sión no sería obligatorio la retirada de las enmiendas. Por 
nuestra parte no es necesario. 

El señor PRESIDENTE: No sería preciso la retirada de 
su enmienda, señor Echeberría. 

En consecuencia, se acepta la propuesta del Grupo 
Socialista. 

Vamos a proceder a votar, en primer lugar, esta susti- 
tución de la palabra «estatal» por «pública», propuesta 
por el Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por una- 

Votamos, seguidamente, las enmiendas números 3 y 4, 
nimidad. 

del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, tres; en contra, 1s. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos, seguidamente, la enmienda número 10, del 

Grupo Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, tres; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a votar el artículo 2.” 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16: en contra, uno: abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 2: 
Pasamos al debate del artículo 3: 
Para la defensa de la enmienda número 1 1, tiene la pa- 

AIUCUIO 3.0 

labra el seíior Trías. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señorías, muy bre- 
vemente voy a defender esta enmienda, que es muy sen- 
cilla, pero creo que de hondo calado constitucional. La 
proposición de ley prevé la financiación pública, y en el 
artículo 3." establece el sistema por el cual se distribui- 
rán las subvenciones. En el apartado 2 se dice que las sub- 
venciones se distribuirán en función al número de esca- 
íios y votos obtenidos por cada partido político en las ú1- 
timas elecciones al Congreso de los Diputados. Nuestra 
enmienda lo que propone precisamente es que se tengan 
en cuenta los escaños y votos obtenidos en el Senado. Es 
decir, siendo nuestro sistema político un sistema bicame- 
ral, nos parece que hacer s610 alusión - c o m o  hace la pro- 
posición- a que las subvenciones se distribuyan en fun- 
ción al número de escaños y votos obtenidos por cada par- 
tido político en las últimas elecciones a la indicada Cá- 
mara -aludiendo al Congreso de los Diputados, como se 1 

dice en el párrafo primero- es olvidarse de que existe 
una segunda Cámara, que es el Senado, donde se obtie- 
nen unos votos, unos escaños; es minimizar la función del 
Senado que la Constitución regula como SS. SS. saben y 
que tiene su peso específico en la democracia española. 

La enmienda es tan obvia que estoy convencido de que 
la totalidad de los Grupos Parlamentarios del Senado la 
votarán favorablemente y con entusiasmo, porque si un 
Senador no va a contribuir a la financiación de su parti- 
do parece que estamos relegando su función no ya a una 
mera segunda lectura, sino que le negamos la contribu- 
ción a su propio partido político. Por lo tanto, creo que 
es una enmienda muy ponderada la que postula que los 
escaños y votos obtenidos en el Senado también sirvan 
para el funcionamiento del partido político de cada Se- 
nador, y así contribui; a la consolidación y buen funcio- 
namiento de los partidos polfticos y de la democracia en 
España. 

El señor PRESIDENTE: ¿Sostiene algún representante 
del Grupo Mixto la enmienda número 2 ,  del señor Olive- 
ri? (Pausa.) Se da por decaída. 

Para la defensa de las enmiendas números 5 y 6, por el 
Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nuestra en- 
mienda número 5 propone que entre los criterios para 
efectuar la distribución de las subvenciones que regula 
esta proposición de ley se tengan en cuenta también los 
resultados obtenidos en las elecciones no sólo al Congre- 
so de los Diputados, sino al Senado y a las asambleas le- 
gislativas de las Comunidades Autónomas. 

Las razones ya se han señalado. Nosotros pensamos que 

el hecho territorial y autonómico se debe tener en cuenta 
en las ayudas que se faciliten a los partidos, por los razo- 
namientos que anteriormente he dado con respecto a la 
conveniencia de que se tuviera en cuenta el hecho terri- 
torial. En ese sentido planteamos una enmienda que es 
congruente con ese tema. 

En cuanto al párrafo segundo del apartado 2,  que es el 
que establece el procedimiento de asignación de las can- 
tidades correspondientes, proponemos que esos criterios 
de designación se establezcan reglamentariamente y que 
en dicho reglamento se tuviese en cuenta ese hecho 
territorial. 

No hay que reiterar los argumentos dados. Nosotros 
pensamos que esto es bueno para la democracia y que, de 
alguna manera, reflejaría mejor la realidad autonómica 
y territorial. No pensamos que tenga aspectos negativos 
-se nos escapan-; tampoco pensamos, como he dicho 
antes, que sean propuestas insolidarias con otras regio- 
nes, porque esos partidos pueden tener una actividad en 
cualquier región. 

En consecuencia, pensamos que nuestra enmienda se 
acerca más a la realidad autonómica y territorial de nues- 
tro Estado de las autonomías que las proposiciones que 
se hacen en este artículo, que no es que nos parezcan iló- 
gicas, sino que, desde nuestro punto de vista, son insufi- 
cientes, porque no se tiene en cuenta para nada el esfuer- 
zo territorial que puedan aportar ciertos partidos, que en 
nuestro caso será nuestro partido porque funciona -va- 
mos a decir- en unas determinadas regiones más que en 
otras, pero que en otros casos pueden ser otros. 

Pensamos también que los partidos de implantación es- 
tatal tienen también una actividad importante en esas re- 
giones. En consecuencia no se les perjudica, desde ese 
punto de vista. 

Por lo tanto, mantenemos este criterio que ya he seña- 
lado anteriormente y que, a nuestro modo de ver, lo úni- 
co que haría sería acercar más un hecho, como es el de 
la financiación a los partidos, a la realidad política actual 
del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Para un turno en contra tiene 
la palabra el señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO COLLADO: Con respecto a la en- 
mienda número 11, presentada y defendida por el señor 
Trías de Bes, tengo que decirle que respeto su prisma ba- 
sado fundamentalmente en argumedtos de tipo jurídico- 
constitucionales, pero creo que están en solemne contra- 
dicción con la sociología electoral, y aquí estamos con- 
templando que, de alguna manera, las subvenciones que 
han de llegar a los partidos políticos estén sujetas a la re- 
presentación más clara y pura que pueda ofrecerse, de tal 
manera que cada partido político reciba en subvenciones 
estatales aquello y en aquel nivel en que realmente lo 
representa. 

¿Cómo lograríamos ese nivel de representación óptima 
de cada partido?, ¿contemplando los votos obtenidos en 
el Congreso o contemplando también los votos obtenidos 
enxl Senado? Además, quiero llamar la atención de que 
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en la enmienda de Minoría Catalana hay un párrafo que 
dice que los dos tercios restantes del montante se distri- 
buirán proporcionalmente a todos los votos obtenidos por 
cada partido en las elecciones al Congreso de los Diputa- 
dos y por sus Senadores electos en las elecciones al Sena- 
do. Electos, lo que quiere decir que todos aquellos parti- 
dos que, aunque tuvieran muchos votos -no tenemos que 
olvidar que el sistema del Senado es un sistema mayori- 
tari-, se hubiesen quedado a 100 votos de otro partido, 
al no tener un Senador electo, no podrían entrar con esa 
variable en la distribución de representación. 

Yo creo que, evidentemente, no estamos discutiendo la 
dignidad del Senado. Estoy seguro de que los Senadores 
están muy por encima de su contemplación personal y 
que la capacidad política del Senado está suficientemen- 
te probada y acreditada como para que cuando esta pro- 
posición llegue al Senado reciba prácticamente la totali- 
dad de los votos de los Senadores. Ellos mismos van a en- 
tender que se pondera mucho mejor la representación de 
los partidos políticos manteniendo el texto que ofrece la 
proposición de ley que aceptando la enmienda de Mino- 
ría Catalana. 

He sido Senador en la anterior Legislatura, lo mismo 
que el Presidente de la Comisión en otra, y posiblemente 
algún otro Diputado, y creo que debemos separar sustan- 
cialmente lo que es el respeto y el elogio que nos merece 
el Senado, como Cámara territorial, de representación di- 
recta, de estas discusiones jurídico-políticas, porque me 
da la impresión de que tras esa aparente defensa de la dig- 
nidad de los Senadores se encuentra muy localizable la 
mejora, no digo sustancial porque también sería exagera- 
do decirlo, de subvenciones que recibiría algún partido 
político. Por tanto, estimo que conviene no confundir los 
términos. Por recordar algo que saben todos los Senado- 
res y Diputados tengo que decir que Madrid tiene cuatro 
Senadores y Albacete por citar mi provincia, y para que 
nadie pueda interpretar mal la cita, tiene también cuatro 
Senadores. 

Consideramos, por tanto, que mantener el texto de la 
proposición de ley es virtualmente mucho más beneficio- 
so para el sistema de partidos y para la democracia espa- 
ñola que introducir esta nueva variable. 

En cuanto a las enmiendas presentadas por el señor 
Echeberría he de decir que tienen dos partes: en primer 
lugar, la incorporación del Senado también como varia- 
ble a contemplar con la distribución de estos fondos. Evi- 
dentemente, tanto PNV como Minoría Catalana son dos 
partidos que por su configuración y arraigo electoral tie- 
nen un número de Senadores suficiente, por lo que se be- 
neficiarían de la distribución de estos fondos según su en- 
mienda, lo que no ocurre con otros Grupos que, incluso, 
tienen un número de votos posiblemente superior a cua- 
lesquiera de ambos partidos, pero que, al tenerlos distri- 
buidos por todo el territorio español, no pueden benefi- 
ciarse de esta enmienda. 

En segundo lugar, tenemos la insistencia del señor 
Echeberría en la financiación de los partidos políticos a 
nivel territorial y también la insistencia, muy encomia- 
ble, de tener en cuenta el factor territorial e, incluso, si 

se quiere, el hecho diferenciador territorial, aunque yo 
creo que no incide efectivamente en una razón suficiente 
como para que tengamos que incorporarlo en esta ley. Los 
grupos parlamentarios territoriales reciben subvenciones, 
y de hecho los partidos que los sustentan, a través de los 
grupos parlamentarios de las Cámaras autonómicas. Por 
tanto, hay una fuente de apoyo complementario en cuan- 
to al argumento de que tienen que hacer esfuerzos espe- 
ciales por su carácter regional. No sé si algunas veces son 
esfuerzos especiales o son rentabilidades especiales al te- 
ner acotado su margen de acción y poder, por consiguien- 
te, aproximarse y estar de alguna manera más exonera- 
dos de estar atentos a variables electorales en otras par- 
tes del territorio español. Considero que esto implicaría 
abrir una vía de subvención, que ya hemos negado en el 
apartado anterior, y que tampoco se corresponde con el 
otro argumento que daba el señor Echeberría. Si una Co- 
munidad Autónoma quiere potenciar los partidos políti- 
cos en el ámbito de su Comunidad -creo que es un pro- 
yecto encomiable-, estimo que hay muchos mecanismos 
para hacerlo que no sean la subvención directa a los par- 
tidos políticos. Se pueden hacer campañas instituciona- 
les, se pueden hacer campañas culturales, se pueden efec- 
tuar actuaciones que terminen de quitar esa pátina de 
apoliticidad que ha sido tan rentable en cierta España, 
que afortunadamente está superada. Por tanto, existen 
otras vías y otros mecanismos institucionales para poder 
llegar a esos efectos, de tal manera que el ciudadano en- 
tienda que son positivos, porque me da la impresión de 
que también tendríamos que tener en cuenta un poco más 
la recepción informativa que el ciudadano español está te- 
niendo de la ley que nosotros estamos elaborando, y esti- 
mo que estamos llegando a su nivel lógico de compren- 
sión con la ley que estamos debatiendo aquí, sin abrir 
nuevas localizaciones, nuevos nichos ecológicos presu- 
puestarios, que, posiblemente, serían de difícil expli- 
cación. 

El señor PRESIDENTE: El señor Trías tiene la palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Voy a ser muy bre- 
ve, señor Presidente. Ni  yo ni mi grupo nos empeñamos 
en la redacción concreta de la distribución de los dos ter- 
cios de la enmienda de Minoría Catalana. Estamos abier- 
tos a una enmienda transaccional en ese sentido. El pun- 
to fundamental de la enmienda tampoco se refiere a la si- 
tuación actual de la distribución o del arco parlamenta- 
rio de ambas Cámaras. Creo que estamos legislando la fi- 
nanciación de los partidos políticos para un período muy 
largo de funcionamiento de la democracia española, y así 
lo deseamos, pero ignorar absolutamente por.cuestiones 
de sociología electoral, o de mayor o menor representati- 
vidad territorial, la aportación de los escaños y los votos 
que los ciudadanos españoles depositan en las elecciones 
al Senado, me parece un criterio que, también, ignora la 
constitución bicameral de nuestro sistema parlamentario. 
No sé qué receptividad tendrá en el Senado, por supuesto 
que las disciplinas de los grupos parlamentarios son 
inexorables, pero no se enticnde muy bien, explicándolo 
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a los ciudadanos, por qué se financian los partidos res- 
pecto de los votos y escaños obtenidos en el Congreso de 
los Diputados única y exclusivamente y, en cambio, los 
votos y los escaños obtenidos en el Senado no cuentan 
para esa financiación. Ko estoy hablando de si unos par- 
tidos tienen más Senadores que otros, en unas regiones o 
en otras, o en unas provincias o en otras, los Senadores 
son los mismos en cada provincia, evidentemente, así lo 
establece nuestro sistema, pero temo mucho que no se en- 
tienda bien. No estoy hablando de aumento de asignacio- 
nes presupuestarias, ni de subvenciones. Estoy hablando 
de respetar el sistema bicameral y de que un voto de un 
ciudadano al Senado sirva, también, para computar el sis- 
tema de financiación, y me parece que eso no está ni mu- 
cho menos alejado de nuestro sistema constitucional. 

El señor PRESIDENTE: El se'íior Echeberría tiene la 
palabra. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, voy a ser muy breve. Tengo que decir que propo- 
níamos que se tuviese en cuenta el resultado del Senado 
y, también, el de las Asambleas legislativas no simple- 
mente porque nos beneficiara como partido, sino porque 
aquí estamos hablando de tener en cuenta los escaños y 
los votos, y estamos hablando, también, de las Asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas. La enmien- 
da no está pensada fundamentalmente porque nos fuese 
a beneficiar como partido. Sí reconozco que está pensada 
para mantener un principio autonómico, eso sí, es eviden- 
te, pero no para beneficiarnos como partido. 

En cuanto a que el esfuerzo territorial no se mida en la 
ley y que, de alguna manera, por los razonamientos que 
ha hecho el portavoz socialista pudiera deducirse que el 
tener en cuenta el hecho territorial fuese algo ilógico o 
contrario a ciertos principios de distribución general de 
las subvenciones, etcétera, quiero que tenga en cuenta el 
señor Izquierdo que las subvenciones de las que estamos 
hablando aquí, las subvenciones típicas que regula esta 
ley, que son las subvenciones públicas estatales, no tie- 
nen para nada en cuenta el hecho territorial, sí tienen en 
cuenta las subvenciones a los grupos parlamentarios de 
las Asambleas autonómicas, pero eso no es lo que está re- 
gulando esta ley. Lo que está regulando esta ley son h s  
subvenciones estatales anuales y, desde luego, el hecho 
territorial no se tiene en cuenta para nada en la ley. Otra 
cosa es que, efectivamente, haya otro mecanismo que de 
alguna manera palie este problema a través de las Asam- 
bleas legislativas correspondientes, pero -lamento tener 
que insistir en ello- nosotros estamos convencidos de que 
no es mejor el mecanismo que se prevé en la ley que el 
que nosotros goponemos y no tiene nada de malo que 
haya ciertos partidos que limiten su actividad a una zona. 
No digo que tampoco tenga nada de bueno considerado 
desde un punto de vista estatal, pero lo que nosotros no 
vemos es que perjudique y lo que estamos pidiendo es que 
en esta ley, que regula una cuestión específica no estudia- 
da hasta ahora, se tenga en cuenta ese hecho territorial. 
No me sirve el razonamiento de decir: ya tiene usted algo 

de eso a través de otro mecanismo. Yo no estoy discutien- 
do eso en este momento. Quizá ese mecanismo me parece 
insuficiente y considero que esta ley, que establece un 
nuevo mecanismo, debería tener en cuenta ese hecho. 

El señor PRESIDENTE: El señor Izquierdo tiene la 
palabra. 

El señor IZQUIERDO COLLADO: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente, para reiterar que el prisma de los intervi- 
nientes me parece totalmente lógico por su parte y lo que 
he intentado es acercarme a una explicación de cuál es 
nuestra forma de entender la financiación de los partidos 
políticos. Consideramos que hemos elegido unas variables 
que ponderan correctamente las subvenciones que debe 
recibir cada grupo, y entiendo perfectamente que ellos 
tengan argumentos y quieran introducir otras variables. 
Por eso, casi lo único que lamento es que no hayamos po- 
dido aproximarnos en este debate. Quizá de aquí al Pleno 
exista la posibilidad de reflexionar en todas las direccio- 
nes. Supongo que el debate en el Pleno puede centrarse 
en o bien mantener las actuales posiciones, o bien aproxi- 
marnos, pero en estos momentos el Grupo Socialista no 
puede acceder a las enmiendas presentadas por ninguno 
de los dos grupos. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las vota- 
ciones. En primer lugar, votamos la enmienda número 11 
del Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente las enmiendas 5 y 6, del Grupo 

Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación el artículo 3: conforme figura 

en el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Pasamos al debate del artículo 4.", al que sólo hay una A ~ ~ ~ C U I O  4.0 

enmienda, la número 12, del Grupo Parlamentario Mino- 
ría Catalana. 

Tiene la palabra el señor Trías. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
muy brevemente. El artículo 4." trata de la financiación 
privada. En el apartado tercero se regulan las aportacio- 
nes de tipo privado que pueden percibir los partidos po- 
líticos, estableciéndose un límite. Repito que se trata de 
las aportaciones privadas, es decir, financiación privada 
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de los partidos políticos. Que no se me vaya a decir que 
con esta enmienda pretendemos que los partidos políti- 
cos tengan todavía más financiación, etcétera. Que no se 
me conteste esto, porque ese no es el fondo de la enmien- 
da. El fondo de la enmienda no es conseguir comprome- 
ter fondos públicos, sino que haya más libertad de apor- 
tación privada para la financiación de los partidos. Ade- 
más, estamos hablando de aportaciones anónimas. Lo que 
pretendemos es modificar el techo que el texto impone, 
para que haya una mayor igualdad entre partidos peque- 
ños y partidos grandes o partidos con mayor o menor 
representación. 

Que tampoco se nos diga que es una enmienda que pre- 
tende beneficiar al grupo político al que pertenece este 
Diputado. Todo lo contrario. Aquí lo que estamos inten- 
tando es aumentar ese 5 por ciento al 30 por ciento. Tam- 
poco nos empeñamos en el porcentaje establecido en 
nuestra enmienda, por supuesto. El establecimiento de di- 
chos límites, de ciertos listones económicos es discutible, 
pero el sentido de la enmienda es no limitar y conseguir 
una mayor igualdad de financión privada de los partidos, 
suprimiendo un aspecto muy reglamentista que nosotros 
consideramos contiene el artículo 4.0 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Para el turno en contra tiene 
la palabra el señor Navarro. 

El señor NAVARRO GOMEZ: En este articulo estamos 
hablando de la financiación privada y ,  por lo tanto, el 
marco de criterio en que nos hemos movido hasta ahora 
cambia totalmente. Estamos hablando de las aportacio- 
nes anónimas. Por lo tanto, al limitar este apartado al te- 
cho de unos recursos que tienen un origen privado, pre- 
cisamente por la libertad, por el carácter abierto con que 
se está planteando este apartado de las aportaciones anó- 
nimas, no entra en la consideración de valorarlos en re- 
lación a la representación política y democrática que tie- 
nen los partidos y que están reguladas en los otros recur- 
sos públicos que prevé esta ley. 

Por lo tanto, el criterio de fijar el 5 por ciento que es- 
tablece el proyecto sobre la totalidad de los recursos que 
se establecen en los Presupuestos Generales del Estado no 
tiene otra referencia que dejar un límite racional para que 
todos los partidos, con igualdad -porque estamos ha- 
blando de recursos privados, no públicos- tengan la ca- 
pacidad y la posibilidad de realizar sus campañas de cap- 
tación y de recibir las aportaciones anónimas a que se re- 
fiere este Capítulo. 

Por lo tanto, precisamente, dado que estamos hablan- 
do de este dinero privado, las limitaciones que en cuanto 
a dinero público podrían tener y tienen su razón, enten- 
demos que no afectan a este concepto de dinero, proce- 
dente de recursos privados. Así pues, creemos que los par- 
tidos por su cuenta sólo tienen la referencia global y la 
igualdad de condiciones de poder llegar hasta la cifra que 
se establece en el proyecto de ley. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a la vota- 

ción de la enmienda número 12, del Grupo Parlamenta- 
rio Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, uno; en contra, 18; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente el artículo 4." conforme al in- 

forme de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Los artículos 5.", 6." y 7." no tienen enmiendas. Proce- ~rtlculos 

5.0. 6 . O  y 7. demos a su votación conjunta, salvo que se solicite sepa- 
rada por algún Grupo. 

Efectuada la votación, fueron aprobados por unani- 
midad. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados. 
Al artículo 8." hay presentada la enmienda número 7, A ~ ~ ~ C I J I O  8: 

del Grupo Parlamentario Vasco. Para su defensa tiene la 
palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nuestra en- 
mienda, en congñiencia con la que hemos planteado ini- 
cialmente al artículo 2.1, pretende que para calcular esa 
base del 25 por ciento de los ingresos procedentes de la 
financiación pública que pueden resultar comprometidas, 
se tenga en cuenta ese concepto que nosotros intentába- 
mos introducir en el artículo 2: de las subvenciones que 
en su caso pudieran establecer las Comunidades Autóno- 
mas, dentro de lo que se denominan las fuentes de finan- 
ciación públicas en esta proposición de Ley. 

Así pues, es una enmienda, como digo, de congruencia 
con el planteamiento hecho en su momento y la conse- 
cuencia práctica de ella hubiera sido aumentar la base de 
cálculo de ese 25 por ciento que contempla este ar- 
tículo 8." 

El señor PRESIDENTE: El señor Navarro tiene la pa- 
labra para el turno de réplica. 

El señor NAVARRO GOMEZ: Evidentemente, noso- 
tros, en congruencia también con nuestra postura en los 
otros artículos, entendemos que no'es aceptable esta en- 
mienda, por las mismas razones que anteriormente he- 
mos señalado. 

El señor PRESIDENTE: Para la defenskde la enmien- 
da número 13, del Grupo Parlamentario de la Minoría 
Catalana, tiene la palabra el señor Trías. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muy brevemente, 
señor Presidente, puesto que es una enmienda que pre- 
tende simple y llanamente suprimir el artículo. 

Si los partidos reciben una subvención de financiación 
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pública, creemos que no se deben establecer límites a su 
libertad de contratación y de hacer con ella lo que les con- 
venga. Yo creo que limitar la capacidad de actuación o 
de contratación de los partidos políticos es una intromi- 
si6n innecesaria que atenta contra la libertad de los par- 
tidos políticos, porque, allá ellos; luego ya vendrá el Tri- 
bunal de Cuentas para fiscalizarles en cuanto al destino 
que hayan hecho de su financiación o de sus subvencio- 
nes públicas. No establezcamos en esta ley una limitación 
a la libertad de actuación y de contratación de los parti- 
dos políticos. 

Por lo tanto, nuestra enmienda es de simple supresión 
del artículo. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra tiene la 
palabra el señor Navarro. 

El señor NAVARRO COMEZ: Lo que pretende este ar- 
tículo viene contemplado en el fondo de las pretensiones 
del proyecto de ley con respecto a los partidos políticos. 
El esfuerzo económico que se ha hecho para sanear y re- 
conocer el esfuerzo que los partidos han realizado en este 
proceso democrático tiene también sus costes y sus obli- 
gaciones ante los ciudadanos. Este esfuerzo económico, 
que se ha reconocido en los Presupuestos Generales del 
Estado y en los criterios de distribución que prevé esta 
ley, implica también un esfuerzo de disciplina de los 
partidos. 

Por lo tanto, el concepto del 25 por ciento a que se hace 
menci6n en este artículo 8." pretende precisamente esto, 
es decir, que con el dinero público, en la gestión de los 
partidos, se actúe con el máximo rigor y transparencia en 
este sentido. Entonces, al pretender suprimir este articu- 
lo, entraríamos en la lógica de que la contrapartida del 
esfuerzo económico obliga a la gestión de los propios par- 
tidos. Así pues, estamos en contra de la aceptación de esta 
enmienda, porque creemos que, precisamente, este com- 
promiso obliga a los partidos a una gestión mucho más 
rigurosa y mucho más de futuro que la que en esta etapa 
de transición han vivido económicamente las organi- 
zaciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Trías tiene la palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Después de la ex- 
plicación del representante del Grupo Socialista, yo man- 
tengo la enmienda de supresión. Creo que establecer li- 
mitaciones a la libertad de actuación de los partidos po- 
líticos en sus compromisos con el dinero que reciben de 
fondos públicos es una intromisión en la actuación de los 
partidos políticos y es en exceso reglamentista. Ya actua- 
rá la fiscalización pública por parte del Tribunal de Cuen- 
tas, como se prevé en el propio proyecto. Por lo tanto, li- 
mitar la capacidad de los partidos es limitar su capaci- 
dad de contratación y su libertad. Yo creo que en esta re- 
gulación es fundamental no establecer limitación alguna. 
Cada partido será lo suficientemente cauto a la hora de 
comprometer sus dineros recibidos de los fondos públicos 
y, si no lo es, ya vendrá el Tribunal de Cuentas con su fis- 

calización. No lo establezcamos desde la misma ley. Por 
eso mantengo la enmienda de supresión. 

El señor PRESIDENTE: Procedemos a votar la enmien- 
da número 7, del Grupo Parlamentario Vasco, al ar- 
tículo 8." 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, uno; en contra, 18; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente la enmienda número 13, del 

Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 17: abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente el artículo 8: 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19: en contra, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 

Al artículo 9 se ha presentado la enmienda número 14, ~rticulo 9 . O  

lo 8: 

del Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. Tiene 
la palabra el senor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
es una enmienda similar a la anterior; es decir, pretende 
la supresión de prácticamente todo el artículo: sólo man- 
tendríamos vivo el apartado uno. El artículo 9." regula 
cuáles son las obligaciones contables de los partidos, y el 
número uno nos parece suficiente. Dice: «Los partidos po- 
líticos deberán llevar registros contables detallados que 
permitan en todo momento conocer su situación financie- 
ra y el cumplimiento de las obligaciones previstas en la 
presente Ley,. Aquí está dicho todo lo que tienen que ha- 
cer los partidos políticos: el sometimiento absoluto a la 
Ley y llevar unos registros que sean inteligibles y trans- 
parentes. La redacción del número uno es afortunadísi- 
ma; pero luego, en el apartado dos, cuya supresión pre- 
tendemos, se dice: ULOS libros de Tesorería, Inventarios y 
Balances deberán contener, conforme a principios de con- 
tabilidad generalmente aceptadosu -ya entramos en con- 
ceptos, cuales son los generalmente aceptados-, y deta- 
lla todo lo que deben contener esos libros: «La cuenta de 
ingresos...», «la cuantía global de las cuotas y aportacio- 
nes de sus afiliados», más los ((Rendimientos ... de su pro- 
pio patrimonio)). Todo eso ya se dice en el número uno. 
Tienen que llevar una contabilidad transparente e inleli- 
gible; pero que se limite la capacidad autoorganizativa 
del propio partido de llevar la contabilidad como le ven- 
ga en gana, siempre y cuando sea transparente e inteligi- 
ble y el Tribunal de Cuentas pueda fiscalizarla, nos pare- 
ce que es someter a un sistema reglamentista y riguroso, 
improcedente en esta Ley. 

Por lo tanto, solicitamos la supresión del apartado dos. 
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El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, el señor 
Navarro tiene la palabra. 

El señor NAVARRO GOMEZ: Señor Trías, si usted está 
de acuerdo con el punto número uno, el punto número 
dos no hace nada más que reflejar los criterios comunes, 
absolutamente generales, de lo que es un control de ges- 
tión. Por lo tanto, los principios de contabilidad general- 
mente aceptados, a pesar del detalle que aquí existe, son 
sencillamente un sistema normal y frecuente al que los 
partidos, como entidades que mueven una cantidad im- 
portante de dinero, tienen su obligación de responder. 

Por lo tanto, yo creo que si usted está de acuerdo con 
el punto número uno, el número dos no es más que una 
aclaración, más o menos técnica, de qué es lo que se en- 
tiende por permitir «... en todo momento conocer su si- 
tuación financiera y el cumplimiento de las obligaciones 
previstas en la presente Ley». El desarrollo del número 
dos sólo tiene el objetivo de dar una cierta homogeneidad 
a los criterios con que los partidos políticos tienen que es- 
tructurar su gestión económica, y estos criterios de ges- 
tión no son riada más que los principios generales de con- 
tabilidad que cualquier entidad, empresa, etcétera, que 
lleve mínimamente su control está obligada a cumplir. 
Creo que podría entender perfectamente que este número 
dos es la ampliación, por sentido común y por lógica, de 
lo que se prevé en el número uno. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a la vota- 
ción de la enmienda número 14, del Grupo Parlamenta- 
rio de la Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, tres; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente el artículo 9: 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; en contra, dos; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 9.” 
Al artículo 10 no se ha presentado ninguna enmienda. Artículo 101 

Procedemos a su votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21; abstención, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Vamos a proceder a la discusión del artículo 11 .  Hay 

presentada la enmienda número 15, del Grupo Parlamen- 
tario de la Minoría Cata1,ana. Tiene la palabra el señor 
Trías . 

A~~ICUIO 1 1  

El señor TRIAS DE RES 1 SERRA: Señor Presidente, 
nuestra enmienda pretende adaptar el texto de la propo- 
sición de ley a lo que contempla nuestra Constitución y 
las leyes que la desarrollan; concretamente, en este caso, 
la del Tribunal de Cuentas. 

El artículo 11 ,  como SS. S S .  ven, trata de la fiscaliza- 
ción de los partidos políticos, de las subvenciones que re- 
ciben, y se atribuye dicha fiscalización al Tribunal de 
Cuentas; principio aceptado por nuestro grupo político, 
pero que, sin embargo, en el texto se extiende excesiva- 
mente y creemos que puede rozar los límites constitucio- 
nales atribuidos a la función específica encomendada por 
nuestra Constitución al Tribunal de Cuentas. Y en la re- 
dacción del artículo 1 1 podría haber un motivo de incons- 
titucionalidad. Nuestra Constitución, en el artículo 136, 
establece que «El Tribunal de Cuentas es el supremo ór- 
gano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económi- 
ca del Estado, así como del sector público)>. Nosotros cree- 
mos que a eso debe limitarse la fiscalización establecida 
en el artículó 11, es decir, a lo que perciban los partidos 
políticos en cuanto a subvenciones de los fondos públicos. 
Lo que pretende nuestra enmienda es esa adaptación. 

Por otra parte, concuerda nuestra enmienda con lo que 
dispone la Ley del Tribunal de Cuentas en sus artículos 
9.0, 11, 12 y 13, y creemos que es una enmienda de adap- 
tación del texto a nuestro ordenamiento constitucional. 
Se adecua mucho más y evita un posible roce de incons- 
titucionalidad o que pudiera alegarse dicha inconstitucio- 
nalidad. Rogamos reflexión sobre la misma, porque es de 
calado constitucional y no hacemos más que advertir que, 
con la aprobación de nuestra enmienda, podríamos evi- 
tar dicho roce y adecuar el texto de esta Ley a lo que pre- 
vén tanto la Constitución como la Ley del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da número 8, tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Esta en- 
mienda se sitúa en un programa general, que es el de la 
naturaleza de los partidos políticos. Nosotros no vamos a 
entrar ahora a discutir si efectivamente los partidos per- 
tenecen al sector público o no; si son órganos de carácter 
público o no, etcétera, en cuanto a que la calificación que 
se hiciese en este sentido podría condicionar la presencia 
del Tribunal de Cuentas para las funciones que se le asig- 
nan en la proposición de Ley. 

Desde el primer momento en que se planteó esta mate- 
ria en la entonces llamada Comisión Flick, nosotros man- 
tuvimos el criterio de que nos parecía lógico que el Tri- 
bunal de Cuentas entrase a fiscalizar lo que son las sub- 
venciones públicas a los partidos. Sin embargo, la exten- 
sión de esa posible fiscalización a otras materias, no sólo 
de ingresos, sino de gastos, nos parece excesiva y que pue- 
de rozar lo que la Ley atribuye como función típica al Tri- 
bunal de Cuentas. 

Nuestra enmienda al número 1 lo que propone es que 
se limite la fiscalización del Tribunal de Cuentas, como 
digo, a la actividad económica o financiera de los parti- 
dos en lo referente a las subvenciones públicas estatales, 
que nos parece que sí es materia propia del Tribunal. 

En cuanto al número 2, en el texto de la proposición re- 
cuerdo a S S .  S S .  que se dice que (( ... el Tribunal de Cuen- 
tas podrá requerir a los partidos políticos para que, en el 
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plazo que les indique, presenten una relación de las apor- 
taciones a que se refieren los artículos 4." y 5:  ... ». A nues- 
tro modo de ver, con esta redacción no queda claro cuál 
es el alcance de la posible inspección del Tribunal de 
Cuentas, porque, por una parte, con el juego de lo que se 
establece en el artículo 2:, que hace referencia a las cuo- 
tas y aportaciones de los afiliados, en cuanto recursos pro- 
cedentes de la financiación privada; de lo que se estable- 
ce en el artículo 4.O, con respecto a las aportaciones anó- 
nimas, que tienen una cuantía limitada, y de lo que se es- 
tablece en el artículo 9.", en cuanto que el Tribunal de 
Cuentas puede entrar a examinar la contabilidad en la 
cual tiene que haber un detalle de esos conceptos, es de- 
cir, de las cuotas y aportaciones de los afiliados, por un 
lado, y de otras aportaciones diferentes, a las que se hace 
referencia en los artfculos 4.0 y 5.0 de la ley, que son las 
privadas y las procedentes del extranjero, y dentro de las 
privadas también las anónimas; si de alguna manera mez- 
clamos estos conceptos en una coctelera, resulta que no 
está claro si efectivamente el Tribunal de Cuentas, a tra- 
vés del procedimiento de decir que las aportaciones de los 
afiliados podrían ser anónimas, podría exigir un detalle 
de ellas y, a través del juego del artículo 9:, como digo, 
entrar en la inspección de esas cuantías. Con ello en rea- 
lidad estaríamos yendo en contra de lo que dice la propia 
exposición de motivos, en la cual se habla del carácter no 
público de la afiliación a los partidos políticos. Tenemos 
un cierto temor a que, a través del juego del control de 
las aportaciones que puedan tener carácter anónimo, pero 
que pueden responder a cantidades facilitadas por los afi- 
liados, el Tribunal de Cuentas, de hecho, pueda pedir una 
justificación de esos ingresos y cuantías y,'a través de ese 
mecanismo, que pueda perderse el secreto de la afiliación 
de los partidos. 

Esta es una materia que, a nuestro modo de ver, queda 
abierta en esa última frase del número 2 del artículo 11 ,  
y nos preocupa, porque nos parece que dejar abierta esa 
posibilidad es excesivo, no es bueno, no es típico del Tri- 
bunal y no es necesario. 

En consecuencia, nosotros proponemos en nuestra en- 
mienda que se elimine esa última frase de la redacción. 
Nos parece suficiente que se mantenga la redacción de la 
proposición hasta ese punto, y que el Tribunal pueda pe- 
dir en ese sentido una contabilidad detallada en el plazo 
de seis meses, a partir del cierre, etcétera. 

En síntesis, pues, se trata de limitar el ámbito típico 
del Tribunal a las subvenciones públicas estatales y, en se- 
gundo lugar, de no dejar la puerta abierta a que, a través 
de un mecanismo indirecto, el Tribunal pudiera entrar en 
el conocimiento de la afiliación de los partidos. 

El serior PRESIDENTE: Para un turno en contra tiene 
la palabra el sefior Navarro. 

El señor NAVARRO COMEZ: Senor Presidente, yo qui- 
siera empezar recordando que este proyecto de ley está re- 
cogiendo el consenso de la mayoría de los partidos polí- 
ticos con representación en esta Cámara. Más allá de dis- 
cutir la función del Tribunal de Cuentas y si se están ro- 

zando o no los límites constitucionales, que nosotros cree- 
mos que no, en el ánimo de los partidos y Grupos Parla- 
mentarios que han firmado este proyecto de ley existe un 
compromiso fundamental, un compromiso que se deriva 
de los acuerdos y de las intenciones a que se llegaron en 
la Comisión especial para Financiación de Partidos Polí- 
ticos. Existe una voluntad, y por eso a nadie, o al menos 
a los firmantes de este proyecto, les va a asustar, de que 
en beneficio de la transparencia y el rigor del funciona- 
miento de los partidos, se sometan sin ningún tipo de re- 
servas, sino todo lo contrario, al control del Tribunal de 
Cuentas. Esto se hace también como garantía ante los ciu- 
dadanos de que los partidarios se comprometen a ser en- 
tidades políticas que están actuando con rigor, con la 
máxima transparencia posible. Esta fase que ha requeri- 
do este esfuerzo económico implica que este control ha de 
ser una realidad y el instrumento idóneo para hacerlo es 
el Tribunal de Cuentas. 

Por lo tanto, el problema no es discutir si esta función 
del Tribunal es constitucional o no, sino que implica una 
voluntad más allá del concepto técnico de la función del 
Tribunal. 

En cuanto a la posibilidad de información a la que el 
Tribunal pueda acceder, el mismo apartado 2 del artícu- 
lo 11 especifica que el Tribunal podrá pedir relación de 
las aportaciones a que se refieren los artículos 4.'' y 5." Es- 
tamos refiriéndonos a la financiación privada y, además, 
la propia ley prevé y garantiza el concepto de aportación 
anónima. Por tanto, más allá de las pretensiones e impli- 
caciones que se puedan ver en este artículo, no existen 
otras. Se trata sencillamente de que el Tribunal de Cuen- 
tas pueda cerrar el círculo del funcionamiento de los par- 
tidos a través de las garantías que ya se preven en la pro- 
pia ley. 

Por tanto, tengo que remachar el objetivo por el que 
esta ley ha llegado a este trámite: porque los partidos po- 
líticos firmantes, a los cuales creemos que sería positivo 
que se sumaran las dos minorías que no están suscribien- 
do este criterio piensan que va en beneficio de la propia 
imagen de los partidos y también en beneficio de la trans- 
parencia ante los mismos ante los ciudadanos. 

El señor PRESIDENTE: El senor Trías tiene la palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
quizá sea éste un punto muy controvertido. En primer lu- 
gar, quisiera dejar muy clara la posición política de nues- 
tro Grupo Parlamentario, que es la de someterse riguro- 
samente al control que la ley establezca respecto al siste- 
ma de financiación de los partidos políticos. Por supues- 
to que sí. No se pretende huir de nada; lo que se pretende 
es que se cumpla la Constitución y que se cumpla una ley 
derivada de la misma, como es la Ley del Tribunal de 
Cuentas. 

A veces el consenso y la voluntad política pueden ser 
unos, pero el consenso puede ser equivocado. A veces el 
consenso y la voluntad política pueden ser buenos en sí ,  
E!TI sus intenciones, pero en cambio no adecuarse a la ley, 
y eii una Comisión legislativa como es ésta lo que no po- 
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demos hacer es dejar abierta ninguna espita de tipo jurí- 
dico-legal en la que se pueda incluso vulnerar la Consti- 
tución. A mí eso me parece grave. Yo no quiero ahora dis- 
cutir la naturaleza jurídica de los partidos políticos, pero 
vamos a tener que hablar de ello en próximos trámites 
parlamentarios; por supuesto que sí. 

La Constitución -lo vuelvo a repetir- dice exactamen- 
te que el Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fisca- 
lizador de las cuentas y de la gestión económica del Es- 
tado, así como del sector público. 

La Ley del Tribunal de Cuentas, señores de la mayoría, 
o señores del consenso, dice en su artículo 4:: ((integran 
el sector público: la Administración del Estado, las Co- 
munidades Autónomas; las Corporaciones Locales; las en- 
tidades gestoras de la Seguridad Social; los organismos 
autónomos; las sociedades estatales y demás empresas 
públicas)). Y en su apartado segundo dice: «Al Tribunal 
de Cuentas corresponde la fiscalización de las subvencio- 
nes, créditos, avales u otras ayudas del sector público per- 
cibidas por personas físicas o jurídicas)). En eso estamos 
nosotros de acuerdo. Pero, jatención!, se está diciendo 
otra cosa en la proposición. Se está diciendo que incluso 
aquello que viene regulado en los artículos 4." y S:, el Tri- 
bunal de Cuentas también lo puede fiscalizar. Y eso, ha- 
blando de aportaciones privadas, anónimas o como quie- 
ran SS. S S . ,  aportaciones no finalistas o como se venga re- 
gulando, eso no es del ámbito de fiscalización del Tribu- 
nal de Cuentas. Aquí se tendrá que modificar la Ley del 
Tribunal de Cuentas. El consenso quizá lleve a eso, a mo- 
dificar la ley del Tribunal de Cuentas, pero en esta pro- 
posición de ley orgánica no se habla de modificar la Ley 
del Tribunal de Cuentas, ni, por supuesto, la Constitución. 

Yo no quiero discutir la naturaleza jurídica de los par- 
tidos políticos, pero, en todo caso, no está dentro del ám- 
bito de fiscalización del Tribunal de Cuentas todo aque- 
llo q.ue no sea una subvención pública. Sólo está someti- 
da a la fiscalización una subvención del sector público. 
Todo lo demás no está sometido a la fiscalización. Otra 
cosa es que los partidos políticos quieran someter su con- 
tabilidad, incluso en esas aportaciones privadas o no fi- 
nalistas a la fiscalización del Tribunal de Cuentas, volun- 
tariamente, consensuadamente, como ustedes quieran; 
pero que conste en un texto legal, aprobado por esta Cá- 
mara, que está en flagrante contradicción con la Ley Or- 
gánica del Tribunal de Cuentas y con la propia Constitu- 
ción, me parece que puede llegar a ser, siendo suave en 
los términos o adjetivos, inconstitucional, si no es una 
aberración jurídica. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Quiero re- 
cordarle al señor Navarro que en la Comisión Especial de 
Investigación de la Financiación de los Partidos Políticos 
en la que estuve se decía en el dictamen que emitió, con 
respecto al control externo de sus contabilidades y con re- 
ferencia a los partidos, y le cito textualmente: «Corres- 
ponderá al Tribunal de Cuentas en lo referente a las sub- 

venciones públicas)). Esa es la expresión que acordamos 
en aquella Comisión. Con esa expresión, insisto, nosotros 
estábamos de acuerdo. Aquí no se dice eso, sino que se ha 
extendido mucho más la función del Tribunal de Cuentas. 

O sea, no se puede invocar lo que se acordó en aquella 
Comisión porque entonces se acordó exactamente lo que 
acabo de leer. 

En cuanto a esa interpretacion nuestra, que puede pa- 
recer excesiva, de las posibilidades que abre la última fra- 
se del párrafo segundo del artículo 11,  yo llamo la aten- 
ción de SS. SS. acerca del juego de la palabra «aporta- 
ciones)), tanto cn el artículo 2:, 2 ,  a), «Las cuotas y apor- 
taciones de sus afiliados., como en el artículo 4.0, 3, a): 
((Aportaciones anónimas»; en el artículo 9:, apartado 2, 
3: «Ingresos procedentes de las aportaciones a que se re- 
fieren los artículos 4 y 5; y en el artículo 1 í ,  en la frase 
mentada, en la que se dice: <( ... presenten una relación de 
las aportaciones a que se refieren los artículos 4 y 5 ~ .  

En el artículo 4:, cuando se habla de las aportaciones 
anónimas, no se distingue entre las aportaciones de los 
afiliados y otras. Entonces cabría la posibilidad de que 
las aportaciones que pudieran hacer los afiliados, aparte 
de lo que fuesen estrictamente las cuotas, que pudieran 
ser unas aportaciones anónimas, hechas por afiliados, a 
los partidos, que entrasen en el concepto del artículo 4." 
y,  por lo tanto, el Tribunal de Cuentas pudiera pedir un 
detalle de ese artículo 4:, con lo cual estaríamos dando 
un detalle de las aportaciones anónimas hechas por afi- 
liados y pudiera pedir, en consecuencia, los nombres y di- 
recciones de las personas que las han realizado. Esto po- 
drá parecer un poco complicado, pero lo que está claro es 
que la ley no cierra el paso a esa posibilidad, sino que en 
nuestra opinión, la abre. Eso nos parece incorrecto e in- 
necesario. Si hay que cerrarla, si verdaderamente se quie- 
re que esa posibilidad no exista, ciérrese en el artículo 4: 
al hablar de aportaciones anónimas y dígase: diferentes 
de las de los afiliados, o dígase algo que, de alguna ma- 
nera, cierre la posibilidad a través de un mecanismo in- 
directo, que no digo que sea la intención de la proposi- 
ción de Ley ni del grupo mayoritario, no estoy diciendo 
eso. Lo único que digo es que ahora se hace una ley, se 
deja ahí, luego vienen quienes la interpretan y ya no sir- 
ve lo que se dijo en esta discusión y la voluntad del legis- 
lador es una cosa que pasa a segundo término per- 
fectamente. 

En consecuencia, si ésa no es la voluntad, si no se quie- 
re abrir esa posibilidad, a nuestro modo de ver habría que 
modificar el artículo 4: o habría que dejar bien claro en 
algún sitio que especialmente la afiliación debe permane- 
cer en el secreto, tal y como se dice, como una formula- 
ción de tipo general, en la exposición de motivos. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Navarro. 

El señor NAVARRO COMEZ: Empiezo por contestar 
al señor Echeberría. 

Creo que estas dudas no tienen que existir en cuanto a 
las aportaciones de los afiliados tal como está definido en 
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este artículo 2. Aqui dice explícitamente que el Tribunal 
de Cuentas podrá requerir a los partidos politicos para 
que en el plazo que se indique presenten una relación de 
las aportaciones a que se refieren los artículos 4: y 5: Y 
los artículos 4.0 y 5: se refieren, exclusivamente, a las 
aportaciones privadas, al margen de lo que entendemos 
como recursos de los propios afiliados. 

El hecho de que en el detalle del apartado 2 del articu- 
lo 9.0, cuando se habla de los conceptos de ingreso o de 
contabilidad, se establezcan cuotas, la expresión «aporta- 
ciones de afiliados, no es nada más que abrir no sólo el 
concepto estricto de la palabra «cuota» por parte de los 
militantes, sino que es cuotas y cualquier otro ingrese que 
los militantes pueden aportar al partido. 

Por lo tanto, el temor a que esto tenga una relación di- 
recta con la militancia no existe. El esfuerzo económico 
de los militantes queda absolutamente claro cuando se 
está hablando estrictamente de los artículos 4: y S.", 
correspondientes a la financiación privada. 

No quisiera volver a tratar el tema de la naturaleza ju- 
rídica de los partídos políticos, contestando al señor Trías 
de Bes. Yo creo que la función del Tribunal de Cuentas, 
a pesar de sus funciones absolutamente claras y delimi- 
tadas en la ley correspondiente, es una decisión que, por 
voluntad de los partidos, se está transmitiendo a este pro- 
yecto de Ley. Nosotros creemos que no estamos rozando 
ningún tipo de inconstitucionalidad, teniendo en cuenta 
que el Tribunal de Cuentas ejerce otras funciones, no sólo 
en el ámbito público, sino en el privado, interviniendo y 
pidiendo aclaraciones incluso en entidades privadas que 
tengan algún tipo de relación con recursos públicos y, por 
lo tanto, algún tipo de relación con el interés general. Y 
¿quién puede ocultar que el interés general de los parti- 
dos es un interés absolutamente demostrable y claro? Es 
un problema de ir un poco más allá del concepto estricto 
de la ley y, sin rozar ningún tipo de incumplimiento cons- 
titucional, creemos y mantenemos que esta función del 
Tribunal de Cuentas para fortalecer la imagen de los par- 
tidos es buena, es posible y, además, no estamos en nin- 
guna laguna legal sobre su competencia. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a la vota- 
ción de las enmiendas. Votamos, en primer lugar, la en- 
mienda número 15 de la Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 21; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos a continuación la enmienda número 8, del 

Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 21; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente el artículo 1 1. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21: en contra, dos; abrtenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. (El senor Ca- 
vero Lataillade pide la palabra.) 

Señor Cavero, ¿qué desea? 

El señor CAVERO LATAILLADE: Señor Presidente, 
quería hacer una consideración y presentar una enmien- 
da «in voce», si es admitida reglamentariamente, con re- 
lación a la disposición final. 

La consideración es, muy brevemente, senor Presiden- 
te, que en primer lugar va a ser difícil para los partidos, 
si se aplicara la retroactividad de esta Ley al 1 de enero 
de 1987, cumplimentar las diversas exigencias que resul- 
tan del propio artículo 9: de la Ley. 

En segundo lugar es posible que algún partido haya re- 
cibido subvenciones de comunidades autónomas en el 
transcurso del año, desde el 1 de enero hasta el momento 
en que formalmente se aprobara esta Ley. 

En tercer lugar, esta Ley implica algunas restricciones 
de derechos, y conforme al apartado 3 del artículo 9: de 
la Constitución se establece que las leyes no serán retroac- 
tivas cuando de alguna manera entre otras circunstan- 
cias, afecten a derechos. De otra parte, en cuanto se acep- 
tó este principio dentro de ese consenso del que se ha ve- 
nido hablando, pudiera afectar a la forma en que, con car- 
go a los Presupuestos Generales del Estado, desde el 1 de 
enero de 1987, hubiera ido aplicándose la distribución en- 
tre los distintos partidos políticos. Creo que es posible 
conciliar, de una parte, el interés legítimo de algunos par- 
tidos sobre la forma de distribución y, por otra, algo que 
realmente asegura más la constitucionalidad de la Ley, 
que además nos evita una serie de problemas formales y 
materiales a los partidos politicos y, por otro lado seria 
más presentable ante la opinión pública que no estable- 
cemos una retroactividad que se contempló como posible 
cuando se pensaba que la Ley iba a aprobarse en los ú1- 
timos días del mes de enero o febrero, pero que ya van a 
haber transcurrido cuatro o quizá cinco meses cuando la 
Ley termine su trámite parlamentario. Por tanto, propon- 
dríamos la siguiente enmienda uin vocen al apartado pri- 
mero de la disposición final. 

La voy a leer, con el permiso del señor Presidente, muy 
lentamente: «Uno. La presente ley entrará en vigor al dia 
siguiente de su promulgación, salvo en lo que se refiere a 
las subvenciones estatales anuales para gastos de funcio- 
namiento ordinario de los partidos con cargo a los Presu- 
puestos Generales del Estado, aplicándose desde el 1 de 
enero de 1987 el procedimiento de distribución regulado 
en el articulo 3:, 2, de esta ley. 

Es decir, se respeta el sistema de distribución para que 
nadie pueda sentirse lesionado, pero se establece a todos 
los demás efectos que la ley entrará en vigor después de 
su promulgación, con lo cual, por un lado, aseguraríamos 
esas ventajas en orden a cumplirla exactamente y,  por 
otro lado, no entraríamos en el rigor de que esa retroac- 
tividad fuera de dudosa constitucionalidad. 

El señor PRESIDENTE: iHay alguna intervención? 

El señor Navarro tiene la palabra. 
(Pausa.) 
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El señor NAVARRO COMEZ: Entendemos los motivos 
con que el señor Cavero plantea esta enmienda. Eviden- 
temente, si hay acuerdo de todos los Grupos con respecto 
a la propuesta que nos hace, nosotros no tenemos incon- 
veniente en aceptar el criterio con que se plantea esta dis- 
posición adicional, puesto que mantiene el compromiso 
que el fondo de la ley prevé. Por tanto, es la aplicación de 
la ley al día siguiente de su publicación, salvo los concep- 
tos de distribución previstos en el artículo 3.", que es la 
garantía de los derechos, conciliando también el interés 
que la ley prevé en cuanto a las obligaciones y el plazo 
de adecuación que exige esa ley. Nosotros estaríamos de 
acuerdo si los demás Grupos que están planteando este 
proyecto de ley también manifiestan su acuerdo en este 
sentido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Echeberría, tiene la 
palabra. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nosotros 
estamos de acuerdo en la filosofía de la enmienda. En lo 
que no podemos estar de acuerdo es en el tema del ar- 
tículo 3.0 porque lo hemos enmendado. Sin embargo, nos 
parece lógico el fondo de la enmienda y en ese sentido la 
apoyamos moralmente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Caso, tiene la palabra. 

El señor CASO CARCIA: Las conversaciones que he- 
mos tenido diversos partidos sobre los problemas que po- 
dría entrañar la aplicación de esta disposición hacen que 
estemos de acuerdo en la filosofía que se pretende defen- 
der, y con este texto o con cualquier modificación que fue- 
ra de detalle, por congruencia o corrección técnica, esta- 
ríamos de acuerdo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Trías de Bes, tiene la 
palabra. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: A mí me ocurre 
exactamente lo mismo que al Grupo Vasco, es decir, es 
correcta la formulación de la enmienda por parte del re- 
presentante del PDP, por cuanto evita una distorsión en 
la aplicación que parece evidente, pero yo me voy a abs- 
tener, aunque no me opongo a que se tramite, natu- 
ralmente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gómez de las Roces, tie- 
ne la palabra. 

El señor COMEZ DE LAS ROCES: Lo mismo, señor 
Presidente, en nombre del Grupo Mixto; puesto que no co- 
nozco la opinión de mis compañeros y por otras razones 
que no son del caso, me abstendré en la votación, aunque, 
por supuesto, no me opongo a ella. 

El señor PRESIDENTE: Si no hay ninguna otra inter- 
vención, voy aproceder a la lectura del texto de la enmien- 
da y la votaremos seguidamente. 

Dice así: «Disposición final. Uno. La presente ley entra- 
rá en vigor al día siguiente de su promulgación, salvo en 
lo que se refiere a las subvenciones estatales anuales para 
gastos de funcionamiento ordinario de los partidos con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado, aplicán- 
dose desde el 1 de enero de 1987 el procedimiento de dis- 
tribución regulado en el artículo 3.", 2, de esta ley. (El se- 
ñor Marcet pide la palabra.) 

Señor Marcet, tiene la palabra. 

El señor MARCET 1 MORERA: Una cuestión termino- 
lógica simplemente. Me parece que pone «al día siguien- 
te de su promulgación», y debería decir «al día siguiente 
de su publicación». 

El señor PRESIDENTE: Parece más correcto. Cambia- 

Vamos a procer a la votación de la enmienda «in voce» 
mos entonces «promulgación» por «publicación». 

presentada por el señor Cavero. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 22; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Seguidamente votamos la disposición final con la en- 

mienda que ha sido aprobada en el resto de su enuncia- 
do. Por tanto, votamos sólo el párrafo segundo, puesto que 
el primero ya está aprobado. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 23; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Nos falta debatir -porque se me adelantó el señor Ca- 

vero, yo pensaba someterlo a votación si no había enmien- 
das- una enmienda número 9pproponiendo una disposi- 
ción adicional nueva del Grupo Parlamentario Vasco. Tie- 
ne la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Reconozco 
que estaba esperando esta enmienda con cierta fruición 
después de haber oído las intervenciones anteriores de los 
portavoces señores Izquierdo y Navarro, porque a lo lar- 
go del debate yo creo que ha quedado claro que en su for- 
ma de pensar se apoya claramente la actividad de los par- 
tidos políticos, se reconoce el esfuerzo que han hecho, es- 
pecialmente en estos últimos diez años, en los que recuer- 
do hemos tenido en el País Vasco 13 consultas electorales 
y en toda España ... (El señor CAVERO LATAILLADE: 
Veintiuna.) Veintiuna, según dice el señor Cavero. Me re- 
fería, por supuesto, a procesos de consulta popular a ni- 
vel de todo el Estado. 

En cualquier caso, no cabe duda de que, sean 13 ó 2 1 ,  
el esfuerzo económico que han tenido que hacer los par- 
tidos en estos últimos diez años ha sido importante. No- 
sotros pensamos, y creo que otros piensan exactamente 
igual, que la función que han llevado a cabo los partidos 
y llevan a cabo actualmente en el sistema democrático es 
también muy importante. Desde ese punto de vista, siem- 
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pre hemos mantenido sin ningún rubor que los partidos 
políticos merecen todo el apoyo del sistema y que, en con- 
secuencia, merecen también una solución económica que 
les permita llevar a cabo su función con dignidad y con 
la eficacia que se precisa. 

En relación con estas ideas genéricas, nosotros propo- 
nemos que en esta proposición de ley se añada una dis- 
posición adicional que haga frente a dos cuestiones pen- 
dientes en la mayor parte de los partidos. 

La primera es una cuestión de financiación en igualdad 
de oportunidades. Creemos que no es verdad que todos 
los partidos, tengan la ideología que tengan, gocen de la 
misma igualdad de oportunidades a la hora de disponer 
de financiaciones a largo plazo especialmente. ¿Por qué? 
Porque, queramos o no, el corte ideológico de cada uno 
de los partidos condiciona sus posibilidades de acceso a 
la financiación. Por eso, nosotros proponemos en esta dis- 
posición adicional, que desearíamos que se introdujese, 
el que existiese algún mecanismo de financiación públi- 
ca, de manera que esos problemas de favoritismo, entre 
comillas, o de mayor o menor proximidad ideológica de 
unos partidos con determinadas instituciones financieras, 
etcétera, que es lógico además que se produzca, no tuvie- 
sen un reflejo en cuanto a las posibilidades reales de ac- 
ceso a la financiación, y estoy hablando de financiación 
en términos estrictos de acceso a préstamos, a créditos, 
etcétera. 

En la segunda parte de nuestra enmienda nosotros pre- 
veíamos que se diese una solución razonable a las deudas 
acumuladas por los partidos en esta época de transición 
que he situado en los últimos diez años. Como decimos, 
ha habido multitud de procesos de consulta popular; sa- 
bemos lo que cuestan las elecciones, las campañas elec- 
torales, etcétera, y es, desde nuestro punto de vista, sim- 
plemente estúpido ignorar que esas campañas electora- 
les, que esos procesos han costado mucho dinero, que ha 
habido que hacer frente también al establecimiento de 
una estructura que muchos partidos no tenían cuando se 
restableció el sistema democrático, que todo eso ha cos- 
tado mucho dinero, se partió prácticamente de cero, y que 
debe tener una solución de alguna manera razonable, por- 
que si no lo que estamos haciendo es arrojar piedras so- 
bre el propio tejado del sistema democrático, y nos llena- 
mos muchas veces la boca de decir que este tipo de ins- 
tituciones, como pueden ser también los sindicatos, etcé- 
tera, son muy importantes, pero a la hora de la verdad, a 
la hora de darles los medios necesarios somos un tanto 
pobres. 

En consecuencia, nosotros proponíamos, como digo, 
una solución de financiación más o menos razonable, quc 
estuviese relacionada con unos ciertos resultados electo- 
rales, condicionándola, por tanto, a que los partidos fue- 
sen acreedores a recibir las subvenciones anuales que se 
prevén en esta misma ley, y proponíamos, en segundo lu- 
gar, que se diese una solución razonablc a las deudas, dc- 
bidamente justificadas ante el Tribunal de Cuentas, que 
los partidos hubiesen acumulado durante la transición 
política. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Navarro. 

El señor NAVARRO GOMEZ: En el curso del trámite 
de esta ley, en las discusiones con las demás fuerzas po- 
líticas, éste ha sido uno de los temas tratados y contem- 
plados con una prioridad o con un valor realmente serio. 
Entonces, la soluci6n razonable a las deudas de este pro- 
ceso de actuación democrática de los partidos tenía dife- 
rentes fórmulas de solución. Evidentemente, la que se ha 
adoptado, la fórmula de la subvención anual, hace que no 
sea obvio recordar que haber duplicado los recursos que 
se destinan a financiación de los partidos en los Presu- 
puestos Generales del Estado tiene una misión y una obli- 
gación concreta, que es plantear el que esta mejora eco- 
nómica que van a recibir los partidos va a servir para que, 
dentro de su libertad de establecer sus propias relaciones 
económicas y su capacidad y voluntad de gestionar sus 
propios recursos, esté también contemplada la realidad, 
diferente en cada uno y cada uno con sus perspectivas y 
con su problemática especial, para dar solución al tema 
de las deudas acumuladas. 

Plantear la solución de las deudas a través de una jus- 
tificación del Tribunal de Cuentas, a nadie se le escapa la 
complejidad que esto representa, porque las deudas de los 
partidos tienen evidentemente diferente naturaleza. No 
sólo son las deudas procedentes de las campañas electo- 
rales, sino que puede estar mezclada en la situación de pa- 
sivo de los propios partidos toda la actuación ordinaria, 
patrimonial, etcétera, que estas organizaciones hayan te- 
nido durante este período. Por tanto, la complejidad de 
justificar y no caer en ninguna desviación de criterio para 
atender una solución por la vía de créditos especiales o fi- 
nanciación especial para atender ese tema, es manifiesta 
y obvia y ,  por tanto, la solución adoptada de la subven- 
ción anual y la libertad de que cada partido gestione como 
crea conveniente sus recursos económicos, es también la 
fórmula de solucionar este tema. 

La igualdad de oportunidades, la igualdad de obtención 
de financiación va a depender de la capacidad de las di- 
ferentes propuestas que sean capaces de articular los par- 
tidos políticos con respecto a sus reladones con el mun- 
do de la financiación privada, eminentemente privada y, 
por tanto, a partir de aquí cada uno es libre de actuar con- 
secuentemente con su gestión económica, no tan sólo para 
las campañas electorales, sino para cualquier actividad 
que los partidos quieran desarrollar y llevar a cabo a par- 
tir de este momento. 

Nosotros creemos que la solución es positiva. Es rnu- 
cho más estable, mucho más racional plantear una sub- 
vención anual, que abrir un proceso de discusión de jus- 
tificar a qué situación económica han llegado los parti- 
dos en función de su endeudamiento con las entidades pri- 
vadas, etcétera. En consecuencia, dependerá de la volun- 
tad de cada uno el que pueda resolver, a través de los re- 
cursos que prevé la subvención anual, sus propios com- 
promisos en cuanto al endeudamiento. 

El señor PRESIDENTE: El señor Echeberría tiene la 
palabra. 
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El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En primer 
lugar, quisiera decir al señor Navarro que nosotros no es- 
tamos en absoluto en contra de las subvencione3 anuales 
que se establecen en la ley; o sea, nos parece estupendo 
y, además, no ítnemos nada que decir con respecto a eso. 
Lo que estamos proponiendo es un mecanismo adicional. 
O sea, que no se nos enfrente una cuestión con la otra: no 
se nos diga que ésta es la solución en lugar de la otra, por- 
que no es ése el caso. Nosotros estamos proponiendo por 
supuesto que existan las subvenciones anuales que regu- 
la esta ley, pero, además, lo que decimos es que se facili- 
te una financiación pública a los partidos. ¿Por qué? Por- 
que tampoco estamos rechazando la financiación priva- 
da. Cada partido que utilice las habilidades precisas para 
disponer de la financiación que necesite, pero que tenga 
también la puerta abierta a una posible financiación pú- 
blica, que podría ser la que de alguna manera diese ma- 
yor cobertura a esa posible igualdad de oportunidades, 
porque la argumentación que expone el señor Navarro es 
precisamente la que me da a mí la razón. Dice: Esa igual- 
dad de oportunidades estará basada en la capacidad de 
gestión, de negociación, etcktera, de cada partido. Esa es 
precisamente la desigualdad, eso es lo que precisamente 
no da ninguna garantía de que pueda existir la igualdad 
de oportunidades, las diferencias existentes en cada par- 
tido; esas diferencias ya jugarán para el acceso a fuentes 
privadas de financiación. Lo que pido al señor Navarro 
es que me abra una’puerta que en principio dé una igual- 
dad de oportunidades a todos, al margen precisamente de 
esa diferente capacidad de negociación. 

O sea, en el tema de las subvenciones, bien venidas 
sean, no está en contra de lo que yo estoy diciendo. Se- 
gunda cuestión, financiación pública. ¡Pues claro! Bien 
venida sea también al lado de la financiación privada, a 
la cual yo no me opongo. 

En cuanto a deudas acumuladas y Tribunal de Cuen- 
tas, estamos dispuestos a eliminar que las deudas tengan 
que ser aceptadas por el Tribunal de Cuentas. Nosotros 
pensábamos que podría ser simplemente una cautela pru- 
dente decir que esas deudas acumuladas se justifiquen 
ante el Tribunal ck Cuentas, pero si eso fuera un proble- 
ma insuperable, nosotros estaríamos dispuestos a aceptar 
un procedimiento razonable de justificar deudas que ade- 
más también serían, estoy seguro, en una cuantfa muy im- 
portante, muy razonables por parte de todos los partidos 
que intervienen en el sistema democrático. O sea, que yo 
lamento decirle al señor Navarro que no me da ninguna 
argumentación de fondo en contra de lo que estamos sos- 
teniendo. Me da unas alternativas diferentes, que, desde 
nuestro punto de vista, son perfectamente compatibles 
con lo que estamos proponiendo, que consideramos que 

es abrir más posibilidadis a lo partidos, no cerrarlas, y 
esto, desde luego, dentro de nuestra filosofía, insisto, de 
apoyo claro a la actividad de los partidos y a la función 
que están haciendo. 

El señor PRESIDENTE: El señor Navarro tiene la 
palabra. 

El señor NAVARRO GOMEZ: Solamente para dejar 
clara nuestra posición en ese sentido. 

He entendido perfectamente que el crédito oficial, la fi- 
nanciación pública como elemento de solución ,adicional 
a la subvención no tiene nada que ver con las alternati- 
vas que cada partido pueda obtener en la financiación pri- 
vada. Pero sí consideramos que el esfuerzo público que se 
ha hecho en función de la subvención anual, para dotar- 
la, es ya elemento suficiente para suavizar estas situacio- 
nes. Por tanto, no consideramos necesario, en este mo- 
mento, para la vida y el funcionamiento normal de los 
partidos, abrir vías de financiación pública para poder re- 
solver los problemas que económicamente, entendemos, 
pueden superarse a través de la subvención pública. 

Creo que la evolución del tiempo puede dar o no la ra- 
zón a estas tesis, pero, evidentemente, en este momento, 
no se plantea la posibilidad de financiación pública, tam- 
poco se descarta, en la efectividad del tiempo y de la Ley, 
que esto pueda ser un recurso al que los partidos puedan 
acogerse, pero se considera suficiente el esfuerzo econó- 
mico hecho para que la subvención anual pueda solven- 
tar los problemas que los partidos tengan en esos mo- 
mentos. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a votar la 
enmienda número 9, del Grupo Parlamentario Vasco, que 
propone una disposición adicional nueva. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, uno; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la referida 

Votamos seguidamente, señores Diputados, la exposi- 
enmienda. 

ción de motivos de la proposición de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
No habiendo más temas que tratar, se levanta la sesión. 

Eran las dos y qulnce minutos de la tarde. 
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